PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA

Que ve con agrado y adhiere a la iniciativa presentada a nivel Nacional en la Honorable Cámara de Diputados referente a la corrección de datos en las empresas de riesgo crediticio.

FUNDAMENTOS

   Adherimos con fuerza a la iniciativa presentada recientemente en el Honorable Congreso de la Nación, por parte de la Diputada Mercedes Marcó del Pont, en referencia a la regulación de las empresas de riesgo crediticio, como Veraz, Fidelitas, Nosis y Decidir, y otras.

  El proyecto tiende a proteger mediante la mencionada regulación a personas, familias o pymes que  por error se encuentran inscriptas en tales empresas ya sea por un tiempo mayor al debido, o aun cuando habiendo cancelado la deuda, no se las excluye de los registros.

 El emprendimiento apunta a concentrar la información en la Dirección Nacional de Protección de Datos Personales que depende del Ministerio de Justicia de la Nación, de manera que los interesados que puedan demostrar que se encuentran inscriptos allí por error, tengan la posibilidad de realizar una gestión a fin de regularizar su situación.

  Por otro lado las referidas empresas, de sancionarse el proyecto, deberán notificar a los afectados, previo a la inclusión en los respectivos registros, a efectos de concretar el ejercicio de la defensa de los derechos y la protección de los datos personales.

  La República Argentina  se caracterizó en la década del sesenta, por el surgimiento de un fuerte clase media como resultado de un proceso de movilidad social ascendente. Esta clase media, heterogénea desde sus inicios, albergaba tanto a un obrero como a un profesional, aun empleado público como a un pequeño comerciante, es decir a todo aquel que gozara de un trabajo formal y/o de un acceso real a ciertos bienes y servicios. A partir de  la segunda mitad de la década del 70, en un contexto de desacelaración y de crisis del modelo de sustitución de importaciones, comenzaron a hacerse patente las inconsistencias de un sistema que empezaba a excluir a nuevos sectores sociales, ampliando el panorama de pobreza que hasta ese momento presentaba la sociedad argentina.

  En el año 2.002 la economía argentina sufrió la culminación de una decadencia económica que comenzó a fines de 1.998.

Esta crisis muy inusual en tanto que coincidió con un crecimiento a nivel mundial que si bien fue leve, no fue una recesión, ni mucho menos una depresión.

   Amplios sectores de la sociedad manifestaron una declinación en su nivel de vida, fundamentalmente algunas fracciones de la clase media, poniéndolos en situación de vulnerabilidad social.

  Entendiendo por vulnerabilidad al impacto que en las condiciones de vida, producen ciertos cambios desfavorables en el ámbito laboral, tales como el 
desempleo, la caída salarial, la precariedad laboral o las modificaciones adversas en la modalidad de trabajo.

  La situación generada a partir de la aplicación del Plan de Convertibilidad en la Argentina y sus consecuencias en la sociedad, y luego la globalización, que lejos de producir un crecimiento económico equitativo, fomentó un desarrollo desigual, potenciando el desplazamiento y decadencia, produjeron el rompimiento de las estructuras que se manifestaron fundamentalmente en la pérdida de diversas formas de capital que poseían las familias, obligándola adoptar nuevas formas de situaciones y/o reacomodamientos, a los efectos de mantener alguna condiciones de vida que definieron una posición social que se les fue de las manos.

  Fundamentalmente en los cambios referidos al trabajo, cuando se pierde el empleo, cuando se busca alguno que no se consigue, cuando se deterioran los ingresos, cuando la estabilidad laboral ya no está presente, es cuando se producen efectos colaterales tales como el incumplimiento en forma involuntaria de honrar sus obligaciones comerciales o bancarias, ya sea por imposibilidad de pago o incumplimiento de las fechas estipuladas, acción que deriva e la inclusión en bases de datos de informes de carácter comercial, que luego les impide el acceso al crédito y restringe aun más sus posibilidades de recuperar su calidad de vida perdida.

 Diversos estudios han demostrado que ante estas situaciones, muchas familias pueden remontar la situación, mientras que otras sus dificultades se potencian, a gravando el proceso de caída.

  A estas familias, con potencialidad de recuperación, hacen que debamos desplegar  estrategias que eviten o atenúen la caída y recuperen en parte su nivel social y económico logrado antes de la crisis.

Este debacle económico, marginó a innumerables familias del circuito financiero formal, impidiéndoles el acceso a los bancos, y al uso de sus servicios crediticios, lo que conlleva el surgimiento de circuitos financieros  informales, con tasas usurarias que empujan aun más a la pobreza de sus infortunadas víctimas.

Lo hasta aquí referenciado se expresa en el marco de la Ley de Protección de los Datos Personales (Nº 25326) en su artículo 4º (calidad de los datos) Inciso 1 dice que:

Los datos personales que se recojan a los efectos de su tratamiento deben ser ciertos, adecuados, pertinentes y no excesivos en relación al ámbito y finalidad para los que se hubieran obtenido.

Y que en su Artículo 26 (prestación de servicios de información crediticia) en su inciso 4 dice que:

Sólo se podrán archivar, registrar o ceder los datos personales que sean significativos para evaluar la solvencia económico-financiera de los afectados 
durante los últimos  cinco años. Dicho plazo se reducirá a dos (plazo que el proyecto reduce a un año) años cuando el deudor cancele o de otro modo extinga la obligación, debiéndose hacer constar dicho hecho.

Por lo expuesto adherimos a la iniciativa propiciada, en el sentido que la Dirección Nacional de Protección de Datos Personales conmine a las empresas proveedoras de informes comerciales a eliminar de sus bancos de datos a todas aquellas personas que por causa de la crisis económica mencionada figuran indebidamente como deudores de entidades bancarias o de servicios por importes insignificante y posean informes adversos y éstos sean inadecuados, impertinentes o excesivos.

